
iNüm. 139.Jueves 12 de Diciembre

SE PUSLiCA TODOS LOS DÍAS EXCEPTO LOS FESTIVOS.

PRECIOS DE SUSCRICION.

For un mes. ... 2 pesetas.
Trimestre......................... 6 id.

Número suelto, SS céntimos.
Los anuncios se insertarán al 

precio de l^'& céntimos por línea

Las leyes obligarán en la Penín­
sula, islas alyaceates, Canarias y te­
rritorios de África sujetos á la legis­
lación peninsular, á los veinte días 
de su promulgación, si en ellas no .se 
di.spu.siere otra cosa. 

j Se entienda hecha la promulga- 
Í ción el día en que termine la inser- 
j ción de la ley en la Gaceta.
i (Articulo 1.® del Código Civil vigente J

1 PUNTO DE SUSCRICION.

¡i En la Imprenta y Encuader- 
ii nación del Hospicio provincial 
T de Valladolid, Palacio de la Ex- 
|; celentisima Diputación.
ii Las suscriciones y anuncios se 
¡i servirán previo pago adelantado.

Sección primera.
PA.RTE omoi^jL

PBESIÍBSCU DEL CONSEJO DE MISISTBOS

SS. MAI. el Rey y la Reina Regente 
(Q. D. G.) y Augusta Real Familia conti­
núan en esta Corte sin novedad en su im­
portante salud.

{Gaceta del 11 de Diciembre de 1895.)

Secciop segunda.

Presidencia del Consejo de Ministros.
GUALES DECRETOS.

En el expediente y autos de competencia 
suscitada entre el Gobernador de la provincia 
de Zaragoza y el Jue'z de instrucción de Ca­
latayud, de los cuales resulta:

Que el Delegado de Hacienda de la provin­
cia de Zaragoza, en oficio fecha 7 de Agosto 
de 1894, denunció al Juzgado de instrucción 

de Calatayud que varios Ayuntamientos del 
partido entre ellos el de Villalba, habían de­
jado de satisfacer con puntualidad sus enca­
bezamientos de consumos al Erario público, y 
habiendo apurado todos los recursos legales 
pa.ra obligarlos á ponerse al corriente en el 
completo pago de los cupos que por aquel con­
cepto les estaban señalados, no lo había podido 
conseguir, razón por la que, y por si habían 
incurrido en el delito de malversación de cau­
dales públicos, denunciaba el hecho al Juzga­
do, á los efectos á que hubiere lugar:

Que incoado por el Juez de Calatayud el 
oportuno sumario, en cuanto al Ayuntamien­
to de Villalba, el Alcalde Presidente de dicha 
Corporación acudió al Gobernador de la pro­
vincia solicitando de su Autoridad requiriese 
de inhibición al Juzgado, y así lo hizo, de 
acuerdo con la Comisión provincial, alegando: 
que lo que se trataba de averiguar era la in­
version que el Ayuntamiento de Villalba, 
deudor [á la Hacienda por varias cantidades 
por el impuesto de consumos correspondiente 
áejerciciosanteriores,hubiera dado á aquéllas, 
con motivo de lo cual, el expresado Municipio
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había acordado la instrucción del oportuno 
expediente de responsabilidades a Iministrati- 
vas, y tanto conforme al artículo 3.“ del re- 
íjlamento de 21 de Junio de 1889 para la im- 
posición, administración y cobranza del im­
puesto de consumos, que otorga á los Muni­
cipios la facultad de recaudarlo por sí, como 
según el art. .158 de la ley Municipal de 2 de 
Octubre de 1877, el Ayuntamiento es respon* 
sable civilmente en todo lo que se refiere á la 
recaudación municipal; y que se trataba de 
uno de los casos en que, por excepción, y 
conforme al art. 3.° del Real decreto de 8 de 
Septiembre de 1887, pueden los Gobernadores 
suscitar contiendas de competencia, ya que 
es necesario decidir la cuestión previa, de la 
cual depende el fallo que la Autoridad judi­
cial haya de pronunciar, siguiendo por todos 
sus trámites el expediente de responsabilida­
des administrativas:

Que sustanciado el incidente, el Juzgado 
sostuvo su jurisdicción, alegando: que los 
Ayuntamientos están en la obligación de pro­
ceder al encabezamiento y recaudación del 
impuesto de consumos, según los artículos 70 
y 100 del reglamento de 21 de Junio de 1889, 
siendo consecuencia de tal obligación la de 
que son meros recaudadores del Estado, sin 
otro carácter que el de Depositarios de dicho 
impuesto, y no el do Administradores del mis­
mo, toda vez que ni Ias cantidades que repre­
sentan el cupo del Tesoro pueden figurar co­
mo partidas de ingreso en sus presupuestos, ni 
tienen que rendir cuentas de administración, 
sin que les sea permitido, por lo tanto, ingre­
sar en arcas municipales el importe de aquel 
cupo, y menos disponer de las cantidades re­
caudadas aplicándolas al pago de atenciones 
del presupuesto, las cuales cantidades tienen 
el deber de recaudar en los períodos marca­
dos, y hacer entrega de la parto del Tesoro en 
arcas del mismo dentro del tiempo respectivo 
según sean los medios adoptados al objeto, 
bajo su.responsabilidad, conforme á lo preve­
nido en los artículos 69 y 100 del menciona­
do reglamento; y que, esto supuesto, toda vez 
que los débitos del Ayuntamiento de Villalba 
á la Hacienda, por los que se sigue el presen­
te proceso, son procedentes del impuesto de 
consumos y no de otra clase de contribución, 
en cuyo último caso tendrían aplicación las 

disposiciones legales citadas en el oficio inhi­
bitorio, era innegable la competencia del Juz­
gado para conocer de la presente causa, por 
tratarse de hechos que pudieran constituir el 
delito previsto en el art. 408 del Código penal 
con arreglo á los artículos 76 de la Constitu­
ción, 2.® de la ley orgánica del Poderjudicial 
y 10 de la de Enjuiciamiento criminal, sin 
que exista en el referido hecho cuestión algu­
na previa administrativa que resolver, ni se 
está en el caso del art. 3." del Real decreto ya 
citado, puesto que, además de las razones ex­
puestas, concurría la de poder ser aplicable al 
Ayuntamiento de Villalba la responsabilidad 
criminal determinada en el art. 22 de la ley 
provisional de Administración y Contabilidad 
de la Hacienda pública de 25 de Junio de 1870, 
sin previa resolución de cuestión administra­
tiva, ya que, mediante requerimiento y cir­
cular de la Autoridad de ese orden, le ha sido 
reclamado á dicho Ayuntamiento el cumpli­
miento del ingreso en el Tesoro de los descu­
biertos en que está con el mismo por el im­
puesto del cupo por consumos:

Que el Gobernador, de acuerdo con la Co­
misión provincial, insistió en su requerimien* 
to, resultando de lo expuesto el presente con­
flicto, que ha seguido sus trámites:

Visto el art. 165 de la ley Municipal, que 
dice: «La aprobación de las mismas (se refiere 
á las cuentas municipales) cuando los gastos 
no excedan de 100.000 pesetas, corresponde al 
Gobernador, oída la Comisión provincial, y si 
excediese de esa suma, al Tribunal mayor de 
Cuentas, previo informe del Gobernador y de 
la Comisión provincial»:

Visto el art. 3." del Real decreto de 8 de 
Septiembre de 1887, que prohibe à los Gober­
nadores promover contiendas de competencia 
en los juicios criminales, á no ser que el cas­
tigo del delito ó falta haya sido reservado por 
la ley á los funcionarios de la Administra­
ción, ó cuando en virtud de la misma ley de­
ba decidirse por las Autoridades administra­
tivas alguna cuestión previa, de la cual de­
penda el fallo que los Tribunales ordinarios ó 
especiales hayan de pronunciar:

Considerando:
1.” Que la presente contienda jurisdiccio­

nal se ha suscitado con motivo de la denun­
cia formulada por el Delegado de Hacienda de
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la provincia de Zaragoza ante el Juzgado de 
instrucción de Calatayud contra el Ayunta­
miento de Villalba, por supuesto delito de 
malversación de caudales públicos:

2 .® Queen tanto las cuentas de dicboMuni- 
cipio, referentes á los ejercicios económicos á 
que la denuncia se contrae, no sean definiti­
vamente aprobadas, ó por las Autoridades ad­
ministrati vas dependientes del Ministerio de 
la Gobernación cuya consideración debió te­
ner en cuenta el Delegado de Hacienda de la 
provincia, no se declare si el Alcalde y Con­
cejales de la expresada Corporación munici­
pal se excedieron ó no de sus atribuciones al 
dejar de hacer sus ingresos por el concepto do 
consumos, es evidente que existe una cues­
tión previa que ha de resolver la Administra­
ción, y de la cual puede depender el fallo que 
en su día dicten los Tribunales del fuero or­
dinario:

3 ." Que se está, por lo tanto, en uno de 
los casos en que, por excepción, pueden sus­
citarse contiendas de competencia en los jui­
cios criminales;

Conformándome con lo consultado por el 
Consejo de Estado en pleno;

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey Don 
Alfonso XIH, y como Reina Regente del Reino,

Vengo en decidir esta competencia á favor 
de la Administración.

Dado en Palacio á veintitrés de Noviem­
bre de mil ochocientos noventa y cinco.—MA­
RIA CBISTINA.—-El Presidente del Consejo 
de Ministros, AnZonw Cánovas del CasíUlo.

En el expediente y autos de competencia 
promovida entre el Gobernador civil de la 
provincia de Zaragoza y la Audiencia de la 
misma ciudad con motivo de la causa seguida 
contra el Ayuntamiento de Inoges por supuesta 
malversación de caudales, de los cuales ré­
sulta:.

Que en 7 de Agosto de 1894, el Delegado 
de Hacienda de la provincia de Zaragoza diri- 
«rió ung^comunicacion al Juzgado de-instrue- 
cion de Calatayud, expresando: que entre los 
Ayuntamientos de la provincia que adeuda­
ban al Tesoro público mucha parte del cupo á 
cada uno señalado por consumos, figuraba el 
de Inoges con un descubierto que en su totali­
dad ascendía á la suma de pesetas 2.533 con ;

y DE VALLADOLID 

81 céntimos, con cargo á los presupuestos 
de 1891 92, 1892-93, 1893-94, cantidad que 
había dejado de ingresar, no obstante las 
circulares encaminadas á recordarle los pre­
ceptos legales que imponen semejante obliga­
ción, á la vez que se requería para que lo ve­
rificasen, y que tal morosidad le bacía respon­
sable criminalmente por acción ú omisión, á 
cuyo efecto ponía el hecho en conocimiento 
del Juzgado:

Que instruidas con dicho motivo diligen­
cias sumariales en averiguación de los hechos, 
y cuando ya se habían declarado conclusos és­
tos por el Juzgado, pero sin que se hubiera 
dictado auto de procesamiento contra persona 
alguna, fué requerido éste de inhibición por 
el Gobernador civil de Zaragoza, de acuerdo 
con la Comisión provincial, alegando: que los 
procedimientos contra contribuyentes y otros 
responsables de los descubiertos líquidos á fa­
vor de la Hacienda pública son administrati­
vos, y mientras las responsabilidades no se 
hayan depurado por las Autoridades del mis­
mo orden, por tratarse de supuesta malversa­
ción de caudales públicos, averiguándose si 
cumplieron ó no los Concejales de Inoges las 
obligaciones que les impone la ley Municipal 
vigente, existe una cuestión previa de la 
cual depende el fallo que la Autoridad judi­
cial haya de pronunciar; que el Municipio, 
como entidad jurídica, es quien responde á la 
Administración general del Estado de las con­
tribuciones ó impuestos correspondientes á la 
localidad, sin perjuicio de las responsabilida­
des que pudieran caber contra las personas 
que, habiendo pertenecido al Ayuntamiento, 
diesen lugar con sus actos ú omisiones al des­
cubierto y al perjuicio; y en este concepto es 
indudable que mientras no se depure por la 
Autoridad competente que no es el mismo 
Ayuntamiento ni lo son las Autoridades de 
Hacienda quién ó quiénes han incurrido en 
responsabilidad, no puede formarse proceso 
criminal que se halle dentro de las atribucio­
nes judiciales; citaba además el Gobernador 
los artículos 158 y 179 de la ley Municipal, 
el 3.° del reglamento del impuesto de consu­
mos de 21 de Junio de 1889, el 9.® de la ins­
trucción de 12 de Mayo de 1888 contra deudo­
res á la Hacienda, y el 3.® del Real decreto de 

! 8 de Septiembre de 1887:
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Que el Juzgado, cuando recibió el anterior 
rcquerimiento, había ya remitido á la xiu- 
diencia de Zaragoza el sumario de referencia, 
y en su vista remitió igualmente á aquélla 
dicho requerimiento, la cual dictó providen­
cia para que se entendiera con aquel Tribu­
nal el requerimiento de inhibición hecho al 
Juzgado, y después de tramitado el incidente 
por todos sus trámites, dictó auto declarándose 
competente para seguir conociendo del asun­
to, fundándose: en que la denuncia del Dele­
gado de Hacienda, que ha dado origen á la 
causa, es compleja, por abarcar dos extremos, 
uno relativo á la malversación que haya po­
dido cometerse por el Ayuntamiento, y otro re­
ferente á la desobediencia á sus reiteradas ór­
denes, que podría tambien haberse cometido; 
en que, según el reglamento de 21 de Junio 
de 1889, reglas y 7/‘ de los artículos 10 y 
100, es obligatoria para los Ayuntamientos la 
recaudación del impuesto de consumos y cuo­
ta para el Tesoro, de la cual son meros deposi­
tarios, y de esa cuota no deben rendir cuen­
tas, sino entregaría; de modo, que sí en vez 
de hacerlo la utilizan en perjuicio, como es 
natural, del Tesoro público, cometen un de­
lito de malversación, y si no la cobran, incu­
rren tambien en responsabilidad; que el De­
legado de Hacienda, en cumplimiento de su 
deber, ha dirigido á los Ayuntamientos mo­
rosos varias excitaciones sin resultados prác­
ticos, y de ahí que entienda tambien que han 
sido desobedecidas sus órdenes, siendo de to­
do punto necesario, para determinar si existe 
este delito de desobediencia, la formación de 
diligencias y la averiguación de las causas 
que hayan dado motivo á dichos Ayuntamien­
tos para no cumplir el servicio; en que si los 
Municipios aludidos cobraron el cupo de con­
sumos correspondiente al Tesoro público y no 
lo ingresaron en sus arcas, malversaron los 
fondos públicos si los aplicaron al pago de sus 
obligaciones y desobedecieron las órdenes rei­
teradas de su Jefe administrativo, v sí no co- 
braron aquel cupo y no dieron los debidos 
descargos, desobediencia hubo tambien; de­
biendo en uno y otro caso la Administración 
dejusticia depurar los hechos que puedan 
constituir los indicados delitos; en que no se 
trata de cuentas municipales,sino puray sim­
plemente de una cantidad, de un cupo íijo 

que debe percibir el Estado, sin que el Ayun- 
tamiento deba dar razón á nadie, como no sea 
al Delegado de Hacienda, que ejerce enjeste 
particular una j urisdiccion independiente y 
perfectamente determinada; y en que no exis­
te cuestión previa que resolver administrati­
vamente; y que pudiendo existir el delito de 
desobediencia, y no haberse dirigido el proce­
dimiento contra persona alguna determinada, 
procede no admitir el requerimiento de inhi­
bición, y sostener la competencia de la Au­
diencia para conocer de la causa:

Que el Gobernador, de acuerdo con la Co­
misión provincial, insistió en su requerimien­
to, resultando de lo expuesto el presente con­
flicto, que ha seguido sus trámites:

Visto el art. 3.*’ del Real decreto de 8 de 
Septiembre de 1887, que prohibe à ios Gober­
nadores promover contiendas de competencia 
en ios juicios criminales, á no ser que el cas­
tigo del delito ó falta haya sido reservado por 
la ley á los funcionarios de la Administración, 
ó cuando en virtud de la misma ley deba de­
cidirse por la Autoridad administrativa algu­
na cuestión previa, de la cual dependa el fallo 
que los Tribunales ordinarios ó especiales ha­
yan de pronunciar:

Visto el art. 2," del reglamento de Consu­
mos de 21 de Junio de 1889, que determina 
los medios que la Hacienda puede utilizar 
para exigir el impuesto, ó sean el encabeza­
miento por el cupo total, el encabezamiento 
obligatorio, la administración directa, el 
arriendo á venta libre y el encabezamiento 
gremial, y prohibe que se utilice por la 
Hacienda el arriendo á la exclusiva y el re­
partimiento vecinal:

Visto el art. 100 del mismo reglamento, 
según el cual, «el Ayuntamiento cuidará de 
realizar la cobranza del reparto por sí ó por 
medio de Delegados nombrados por el mismo, 
quedando siempre responsable la Corporación 
del pago de los respectivos trimestres, en las 
épocas oportunas»:

Visto el art. 180 de la ley Municipal, con 
arregioal que los Ayuntamientos y Concejales 
incurren en responsabilidad: primero, por in­
fracción manifiesta de la ley en sus actos ó 
acuerdos, bien sea atribuyóndose facultades 
que no les competen, ó abusando de las pro­
pias; segundo, por desobediencia ó desacato á
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SUS superiores jerárquicos; tercero, por negli­
gencia, ú omisión de que pueda resultar per- 
juicio á los intereses ó servicios que están bajo 
su custodia:

Visto el art, 181 de la misma ley, que dis­
pone que la responsabilidad será exigible á los 
Concejales ante la Administración ó ante los 
Tribunales, según la naturaleza de la acción 
ú omisión que la motive, y solo será extensi­
va á los Vocales que hubiesen tomado parte 
en ella.

Considerando:
1? Que la presente contienda jurisdiccio­

nal ha surgido con motivo de la supuesta mo­
rosidad del Ayuntamiento de Inoges en satis­
facer al Tesoro público el total importe del 
Cupo de consumos correspondiente á varios 
ejercicios económicos.

2/ Que á la Administración corresponde 
aplicar las disposiciones que regulan la admi­
nistración y cobranza del referido impuesto, 
cualquiera que sea el medio establecido para 
su exacción; corregir las faltas en que el 
Ayuntamiento haya incurrido, y por último, 
pasar el tanto de culpa á los Tribunales, caso 

<le que dichas faltas revistan caractères de de­
lito, lo cual debió tener presente el Delegado 
de Hacienda de la provincia de Zaragoza:

3." Que se está, por tanto, en uno de los ca­
sos en que, por excepción, pueden los Gober­
nadores promover contiendas de competencia 
en los juicios criminales;

Conformándome con lo consultado por el 
Consejo de Estado en pleno;

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey 
D. Alfonso XHI, y como Reina Regente del 
Reino,

Vengo en decidir esta competencia á favor 
de la Administración.

Dado en Palacio á veintitrés de Noviem­
bre de mil ochocientos noventa y cinco.— 
MARIA CRISTINA.—El Presidente del Con­
sejo de Ministros, An¿omo Cánovas del Cas­
tillo.

(Gaceta del 1.** de Diciembre de 1895).

Ministerio de la Gobernación,

REAL GROEN.
Pasado á informe de la Sección do Gober­

nación y Fomento del Consejo de Estado el 

expediente relativo á la suspension de vario.s. 
Concejales del Ayuntamiento de Benejama, 
que fué decretada por V. S. en 14 de Octubre 
último, ha emitido con fecha 19 del actual 
el dictamen siguiente:

«Exorno. Sr.: De Real orden se ha remiti­
do á informe de la Sección el expediente re­
lativo á la suspension de varios Concejales del 
Ayuntamiento de Benejama, que fué decreta­
da por el Gobernador de la provincia de Ali­
cante.

De los antecedentes resulta que, previa 
autorización de V. E., nombró dicha Autori­
dad un Delegado que girase una visita de ins­
pección al expresado Ayuntamiento.

En el acta de la visita de inspección se 
hace constar: que no existe inventario de los 
documentos y efectos del archivo municipal 
y dependencias; que en 1." de Enero no se 
celebró sesión, y por tanto, no se formó ni 
aprobó la lista de electores de Compromisarios 
para Senadores, resultando del libro de acuer­
dos que la primera sesión de dicho ano se ce­
lebró en 17 de Enero; que no se consignan en 
el acta las distribuciones mensuales de los 
fondos por capítulos, limitándose el Ayunta­
miento á consignar que aprueba las presenta­
das; que no aparecen en los libros de acuerdos 
del Ayuntamiento los referentes á los alista­
mientos de mozos para el reemplazo del Ejér­
cito, ni los de rectificación, cierre dofinitivo, 
clasificación y declaración de soldados y revi­
sion de excepciones, siendo por lo tanto, nulos 
todos los acuerdos tomados en asunto do tanta 
importancia; que no se da cumplimiento á la 
Real orden circular del .Ministerio del di^no 
cargo de V. E., proveniendo se expresen las 
causas de la falta de asistencia de los Conce­
jales á las sesiones, requisito que falta en la 
mayor parte de las actas; que en sesión de 27 
de Junio de 1895 se admitió la renuncia que 
de su cargo hizo un Escribiente auxiliar de la 
Secretaría, sin que à pesar de haber transcurri­
do tres meses se haya dado cuenta de la vacan­
te al Ministerio de la Guerra para su provision 
en propiedad con arreglo á la ley para provision 
de destinos civilesálos sargentos;que en sesión 
de 4 de Julio último acordó el Ayuntamiento 
nombrar Depositario á un Concejal sin retribu­
ción de ninguna clase y con relevación do 
fianza, no obstante lo cual acordó en el mismo
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particular «abonarle únioamento lo coiisigna- 
aloeii presupuesto ordinario para el papo de su 
doiadon al Deposilarlo para atender con ello, 
según el acuerdo, á los gastos que ocasione 
anualmente la formación de las cuentas mu­
nicipales; que en la propia sesión de 4 de Julio 
acordó la mayoría del Ayuntamiento, con 
protesta de tres Concejales, conceder al Alcal­
de tres meses de licencia para ausentarse de 
la villa, siendo público- y notorio que no ha 
abandonado la localidad, en la que ha con­
tinuado residiendo, sin que tampoco se halle 
enfermo; que según resulta del acta de la se­
sión extraordinaria celebrada en 21 de Agosto 
último, la Delegación de Hacienda ha decla­
rado responsable al Ayuntamiento y Junta 
pericial de la cantidad de 985 pesetas 25 cén­
timos, pendientes de cobro por contribución 
territorial de 1892-1893 y 1893 1894, por 
no haber facilitado las certificaciones de co­
brables é incobrables que determina el ar­
ticulo 28 de la instrucción de 12 de Mayo de 
1888; que) no existe padrón de los individuos 
obligados por la ley al servicio de prestación 
personal; que en el ejercicio de 1894-1895 se 
formó y recaudó un reparto de 1.520 pesetas 
para atender al servicio de guardería rural, 
girado sobre la riqueza rústica, que ya con­
tribuye con el 16 por 100 de recargo sobre la 
cuota para el Tesoro, único recargo que auto­
rizan las vigentes leyes de Presupuestos del 
Estado; que el libro Diario de 1895 1896 ha 
sido abierto á continuación del de 1894-1895; 
que desde 1/ de Julio último hasta la fecha 
se han impuesto 31 multas por la Alcaldía, 
las cuales han sido satisfechas en su mayor 
parte en papel de multas municipales, sin 
que su importe de 38 pesetas haya ingresado 
en Caja; que se han abonado 25 pesetas con 
cargo á imprevistos por la formación del pa­
drón de cédulas personales, cuando dichos 
trabajos deben remunerarse del precio que el 
Estado concede y abona á los Ayuntamientos 
por el expresado servicio; que la Depositaría 
municipal no lleva libro de Caja ni apunte 
de ninguna clase; que durante el año 1895 
sólo se ha girado una visita á las Escuelas, 
verificada en 2 del actua!; que desde que en 
6 de Julio último tomó posesión la Junta local 
de Sanidad, sólo ha celebrado una sesión en 14 
de Septiembre para dar cuenta de una circular 

inserta en el Boletín oficial de 10 del mismo 
mes, acordando se diese cumplimiento; y no 
obstante las severas y repetidas reglas de la 
Superioridad respecto á la limpieza é higiene, 
se observa notable abandono en todos estos 
servicios, demostrándolo el mal estado de la 
vía pública, no habiéndose tomado tampoco 
medida alguna para cumplimentar la última 
medida del Gobernador para precaver al ve­
cindario de una invasion colérica; y que apa­
recen en Caja 577 pesetas 74 céntimos, pro­
ducto del i y 5 por 100 de descuento de los 
años desde 1893-1894 al actual, con perjuicio 
de la Hacienda pública, que debió oportuna­
mente haber recibido dichas cantidades.

Citados los Concejales para que se les en­
terase del acta de la visita, se les dió lectura 
de ella y presentaron dos escritos de defensa. 
En uno de ellos, suscrito por 1). José Valdés, 
1). Lorenzo herrero y D, Marcelino Amorós, 
expusieron éstos que desde que en 4 de Julio 
último tomaron posesión de sus cargos venían 
oponiéndose á todos los acuerdos ilegales to­
mados por la mayoría de la Corporación, por 
lo que ninguna responsabilidad podía exigír­
seles en virtud de los cargos antes citados, los 
que por otra parte encontraban perfectamente 
fundados. En el otro escrito, que firmaban 
D. Juan Conca, D. Cándido Sanjuan, D. José 
Luna, 1). Daniel Blasco, 1). Diego Parra y el 
Secretario D. José Perez, alegan lo que á su 
defensa estiman pertinente, exponiendo entre 
otros particulares: que la lista electoral de 
compromisarios para Senadores quedó autori­
zada y expuesta al público el día 1.® de Enero 
de 1895, mediante la autorización que el 
Ayuntamiento otorgó para ello al Alcaide y 
Secretario en la última sesión celebrada, en 
Diciembre de 1894; que mensualmente se 
presenta al Ayuntamiento, y éste aprueba, 
un estado para la distribución mensual de los 
fondos, que despues se soluciona en los ante­
cedentes de contabilidad como está prevenido, 
desconociendo que disposición alguna obligue 
á consignarlo en acta; que toda la documen­
tación y diligenciado referente al servicio de 
quintas ha de extenderse ■ segu^ la ley del 
Timbre en papel del sello de oficio hasta la 
declaración de soldados, en que se usará el de 
una peseta, y como ni uno ni otro pueden 
tener cabida en el libro de acuerdos del Ayun-
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tamiento, se instruye anualmente y para cada 
reemplazo el oportuno expediente; que en 
todas las sesiones celebradas, á partir de la de 
27 de Octubre de 1894, en que se dió cuenta 
de la Real orden de 16 de Octubre del mismo 
año, se ha consignado en acta el nombre y 
apellido de los Concejales tpie dejaron de con­
currir sin manifestar la causa que se lo impi­
diera; que en sesión de 28 del mes entonces 
corriente se había acordado comunicar al Mi­
nisterio de la Guerra las plazas vacantes en 
el Municipio, y entre ellas, por supuesto, la 
de Escribiente auxiliar de Secretaría; que 
desde tiempo inmemorial viene desempeñan­
do el cargo de Depositario un Conceja!, y lo 
consignado en presupuesto ordinario para pa­
go de su dotación al interesado, figura en pre­
visión de que dicho cargo pueda desempeñar- 
io un particular, y no ocurriendo así, se des­
tina á sufragar los gastos materiales de forma­
ción de cuentas de Depositaría, puesto que lo 
autoriza la ley al,decir que los gastos que ori­
gine el cargo cuando sea concejil y obligato­
rio, serán de cuenta del Municipio; que no 
creyéndose responsable al Ayuntamiento 5- 
Junta pericial de la cantidad de 985 pesetas 
25 céntimos, pendientes de cobro de los ejerci­
cios de 1892-1893 y 1893 1894, habían inter­
puesto ante el Ministerio de Hacienda recurso 
de alzada que estaba en tramitación; que el 
repartimiento para el pago de guardas de 
campo que autoriza la regla 2." del art. 137 
de la ley Municipal, no puede considerarse 
como exacción ilegal en concepto de los ex­
ponentes, por cuanto al establecerlo se tuvo 
en cuenta que su importe era para satisfacer 
un servicio previamente establecido, que fi­
guraba consignado como ingreso en el presu­
puesto municipal autorizado por el Goberna­
dor, y que gravaba á personas ó elementos 
determinados, como eran los agricultores in­
teresados en la guardia v custodia do sus 
campos, cuyos requisitos exige para su vali­
dez la regía 1.“ del mencionado art, 137, sien­
do este procedimiento el que ha venido em­
pleándose así en los repartimientos de guar­
dia anteriores al del citado año económico de 
1894 95, como en el formado y autorizado para 
el del actual de 1895-1896, y cualquier otro 
distinto no habría dado resultado práctico, y 
el servicio de guardería rural quedaría, por 

consiguiente, abandonado con perjuicio de la 
agricultura; y que si nose han ingresado en las 
oficinas de Hacienda las 555 pesetas 74 cénti­
mos relativas al 1 y 5 por 100 de los descuen­
tos sobre pagos realizados por el Ayuntamien­
to, es en lo que se refiere á parte de lo corres­
pondiente al año de 1893-1894, porque el 
Ayuntamiento no se conformó con la liquida­
ción que se le remitió por la Intervención de 
Hacienda y reclamó ante el Delegado, sin que 
hasta la fecha sede haya comunicado ninguna 
resolución, y en lo relativo al año de 1894- 
1895 y parte transcurrido del ejercicio co­
rriente, porque aun no había pasado la Inter­
vención la liquidación correspondiente.

El Delegado formuló la correspondiente 
Memoria, y el Gobernador acordó la suspen­
sion de los Concejales D. José Silvestre Amo­
rós, D. Juan Conca Sarrio, D. Cándido San­
juan, D. Diego Parra Perez, D. José Luna 
Ferrer, D. Juan Sarrió Perez y Daniel Blasco 
Molina, exceptuando de esta medida á D. José 
Valdés, D. Lorenzo Ferrer y 3. Marcelino 
Amorós, per estiraarles exentos de responsa­
bilidad criminal.

La Subsecretaría de ese Ministerio en-' 
tiende que procede confirmar la providencia 
del Gobernador.

Ya en esta Sección el expediente, se le ha 
remitido de Real orden, para que se una al 
mismo, un recurso de alzada interpuesto por 
los Concejales suspensos, en que solicitan se 
revoque la providencia del Gobernador.

A este recurso, en el que los Concejales, 
aparte de otras consideraciones, manifiestan 
que fueron suspendidos en 7 de Octubre, y se 
defienden en términos análogos á los aducidos 
en el escrito de defensa de que la Sección ya 
hizo mérito, acompañan diferentes certifica­
ciones.

Con estos precedentes, la Sección expon­
drá á la consideración de V. E. que, examina­
dos los cargos que contra el Ayuntamiento de: 
Benejama se formulan en el adjunto expe­
diente, y las explicaciones que de los mismos 
dan los Concejales, no puede estimarse debi- 
damente justificada la existencia de hechos 
que exigiendo la remisión de los antecedentes- 
á los Tribunales de justicia, autoricen la- 
confirmación de la suspension decretada por 
el Gobernador de Alicante,
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Resulta sí, la existencia de faltas adminis­
trativas; 5' á fin de que la Administración 
del Municipio quede normalizada, procede 
ordenar al Gobernador que adopte las medidas 
oportunas al efecto, usando de las facultades 
que le confieren las lejms.

Opina, por consiguiente, la Sección que 
procede alzar Ia suspension de los Concejales 
de Benejama, á quienes se refiere la providen­
cia del Gobernador, y ordenar á dicha Auto­
ridad que adopte las medidas oportunas para

normalizar la Administración del Municipio.»
Y conformándose 3 M. el Rey (Q. D. G.), 

y en su nombre la Reina Regente del Reino, 
con el preinserto dictamen, se ha servido 
resolver como en el mismo se propone.

De Real orden lo digo á V. 3. para su co­
nocimiento y demás efectos, con devolución 
del expediente. Dios guarde <á V.,3. muchos 
años. Madrid 28 de Noviembre de 1895.—Cos- 
Gayon.—Sr. Gobernador civil de Alicante.

(G-aceta del 5 de Diciembre de 1895.}

NúM. 2.883.

GOBIERNO GlV]LDUOROyiNGl^VALLADOLD
^*^1^ aJm ■¿■\rf ^w^ ^o^ ■J—J IM^MI WW» ■¿B W ^

Los Alcaldes de todos los pueblos de la provincia remitirán á este Gobierno en el término 
de cuatro días una relación que comprenda los individuos que componen los respectivos Ayun­
tamientos en el bienio de 1895 á 1897, ajustándose al modelo que se publica á' continuación 
de esta Circular.

La falta de cumplimiento del expresado servicio será corregida con la multa que establecé 
el art. 184 de la ley Municipal.

Valladolid 9 de Diciembre de 1895.—El Gobernador, Baron de AicahaU.

3^0cielo q^Tie se cita.

Provincia de.............  Partido de.............  Pueblo de...............
Relación de los individuos que componen el Ayuntamiento en el bienio de 189o á 189'1'.

NOMBRES CARGOS
Calificación 

política

FECHA 
de la elección de que 

proceden
V^aeantes que ■ 
existen en el i 

A untamiento'
1
i

OBSERVACIONES
Oía Me.s Año

1

1 I
1
Fecha

Firma del SecretarioFirma del Alcalde

VA-bLADOLiD: Imp. del Hospicio provincial.—1895.
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